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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 918/2023-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

ORGANISMO INTERMUNICIPAL DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ (INTERAPAS).
MAGISTRADO:

LICENCIADO JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR.
San Luis Potosí, S.L.P., quince de julio de dos mil veinticuatro. 

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 918/2023-3, promovido por la persona moral denominada **********  contra actos del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS); y,
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito recibido en este Tribunal con fecha ocho de septiembre de  dos mil veintitrés, compareció **********, en su carácter de Apoderada de la persona moral denominada **********demandando al Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), representando por su Director General y/o Representante Legal; por la nulidad del siguiente acto: 
“La resolución impugnada es la contenida en el oficio **********, de fecha **********, emitida por el Director de Comercialización, del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez -en adelante INTERAPAS; mediante el cual, impone ilegalmente en perjuicio de mi representada un crédito fiscal por la cantidad total de ********** -ochocientos ochenta y dos mil cincuenta y siete pesos mexicano 92/100 M.N.-, por concepto de pago de derechos por supuestas descargas contaminantes a la red de drenaje municipal, mismo que agrego en original a la presente demanda como anexo dos.”
II.- Por auto de fecha seis de noviembre de  dos mil veintitrés, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que contestara dentro del término legal lo que a su interés conviniera, concediéndose a la parte actora la suspensión solicitada sin otorgar garantía alguna.
III.-Por proveído de fecha doce de enero de dos mil veinticuatro, se tuvo a la demandada por contestando la demanda instaurada en su contra, se ordenó correr traslado a la parte actora con copia del escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho correspondía; admitiéndose las pruebas de las partes; se fijó fecha y hora para la celebración de la audiencia final, a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

IV.-Con fecha cuatro de marzo de dos mil veinticuatro, tuvo verificativo la Audiencia de Ley en este juicio, con la asistencia del autorizado de la parte actora; el Secretario de Acuerdos hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tienen por desahogadas las pruebas documentales ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza, y se hizo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar; en etapa de alegatos, se certificó que no se formularon por la autoridad demandada; se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7°, 9°, fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luís Potosí y 1°, 2°, 161, 174, 175, 176, y 177 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí;  y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia de carácter fiscal suscitada entre un particular y un Organismo Público Intermunicipal, actuando éste como autoridad, ambos de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

La personalidad del representante legal de la persona moral actora, se tiene por acreditada conforme al segundo párrafo del numeral 219 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la copia certificada del Instrumento Notarial otorgado por la sociedad actora, protocolizado ante la fe del Notario Público número ********** , en ejercicio en la  Ciudad de México, documental que obra en foja de la 67 a la 77 del expediente en que se actúa; asimismo, acreditó su interés jurídico, en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo en consulta, con el acto impugnado, visible en fojas de 79 a la 86 de este sumario.
La personalidad y legitimidad de la autoridad demandada, quedó acreditada a través de la copia certificada del nombramiento que fue exhibido en este juicio y expedido a su favor que obra en fojas 119 del expediente en el que se actúa, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
 Las documentales públicas anteriormente referidas, hacen prueba plena de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, expedidas por fedatario y servidores públicos en ejercicio de sus funciones.

TERCERO.- La litis planteada en este juicio, se hace consistir en la legalidad o ilegalidad del acto que señala en su escrito de demanda consistente en: “La resolución impugnada es la contenida en el oficio **********, de fecha **********, emitida por el Director de Comercialización, del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez -en adelante INTERAPAS; mediante el cual, impone ilegalmente en perjuicio de mi representada un crédito fiscal por la cantidad total de ********** por concepto de pago de derechos por supuestas descargas contaminantes a la red de drenaje municipal, mismo que agrego en original a la presente demanda como anexo dos.”
El cual de su lectura se tiene que se hace consistir en la Determinación del crédito fiscal, contenida en el oficio **********, de fecha **********, emitida por el Director de Comercialización, del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez ( INTERAPAS); mediante el cual, determina el crédito fiscal por la cantidad total de ********** por concepto de pago de derechos por descargas contaminantes a la red de drenaje municipal.
Acto administrativo que determina la presente controversia, visible en fojas 79 a la 86 de este sumario, el cual fue exhibido por el accionante conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.

CUARTO.- La parte actora, para acreditar la ilegalidad del acto impugnado, ofreció las documentales que obran en fojas 79 a la 99 de este sumario, consistentes en: Determinación del crédito fiscal, contenida en el oficio **********; La Cedula de notificación personal de fecha 21 de julio de 2023; Escrito signado  por la hoy actora, dirigido a la autoridad demandada de fecha 03 de agosto de 2023, en la cual hace de su conocimiento que realiza el pago bajo protesta de que se efectúa con el único fin de evitar su cobro coactivo y las consecuencias que ello implica; anexando comprobante de operación del pago de la cantidad de **********  al beneficiario INTERAPAS.

Por otra parte la autoridad demandada, en su escrito de contestación de demanda ofreció los siguientes medios probatorios, la Instrumental de Actuaciones y la Presuncional Legal, Lógica y Humana, así como las documentales públicas que obran en fojas 118 a la 120 de este sumario, consistentes en los siguientes documentos: 1.- Copia certificada del nombramiento, con el que la autoridad demandada, acredita su personalidad en el carácter con que comparece en juicio; 2.- La confesional expresa consistente en la cada una de las manifestaciones vertidas y no vertidas en el escrito inicial de demanda por el actor.

Documentales públicas antes citadas que hacen prueba plena, de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, para acreditar lo inserto en ellas.

QUINTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria analiza las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio, se traduce en la imposibilidad jurídica de que este órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia.”

En ese tenor, se advierte que la autoridad demandada, al producir su respectiva contestación, no opuso excepciones y defensas, manifestando que las pretensiones de la actora son infundadas e inoperantes, ya que no refiere el porque de dichas alegaciones, que lo que refiere de que son la falta de fundamentación y motivación, son cuestiones de forma y no de fondo. A ese respecto, cabe señalar que dichas excepciones y defensas deben desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustenta, involucran cuestiones inherentes a la resolución de la litis, que constituyen o son materia del fondo del asunto, ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama el actor en este juicio. 

Sirve de apoyo, el criterio contenido en la Tesis de Jurisprudencia que, aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía, visible conforme a lo siguiente: Registro: 187973, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que dispone: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse. …”

Asimismo objeto las pruebas ofrecidas por la  parte actora en su escrito inicial de demanda,  en cuanto a su alcance y valor probatorio que le pretende atribuir a las mismas.

En ese contexto, debe señalarse por parte de esta Sala Unitaria, que conforme a lo dispuesto por los artículos 100, 119 y 122 fracción VI, del Código Procesal Administrativo para el Estado, la objeción de pruebas puede ser en cuanto a su autenticidad o referente a su alcance y valor probatorio; cuando se refute su alcance y valor probatorio, por lo que su argumentación únicamente constituye una oposición a la pretensión del oferente que desea que esos medios de convicción sean dignos de valor al momento de emitirse la sentencia respectiva, caso en el cual, será necesario que quien la promueva precise las razones que tiene para ello y señale las pruebas que sustenten sus afirmaciones, lo cual no ocurrió en el  caso que nos ocupa.
De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Por otra parte se advierte por esta Tercera Sala Unitaria, que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio; por tanto, se procede al estudio de los argumentos de nulidad planteados por el actor. 
SEXTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en su escrito inicial de demanda en fojas 8 a la 55 de este sumario, argumentos que no se trascriben y se tienen por reproducidos para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable la Tesis de Jurisprudencia de la Época: Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer. …”

Asimismo, resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”

SEPTIMO.- Determinado lo anterior, antes de entrar al estudio de fondo de los conceptos de impugnación que hace valer la demandante, es obligación de esta Sala Unitaria analizar y resolver sobre la competencia de la autoridad que emitió el acto impugnado, misma que se advierte de la causa a pedir que es controvertida en el concepto primero del escrito de demanda, ya que es un presupuesto procesal cuyo estudio es de oficio y es preferente sobre los que plantean vicios formales y de procedimiento, y previo al de los que controvierten el fondo del asunto, conforme lo ordenado en el artículo 250 fracción I y penúltimo párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que a la letra dice:

“Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:
“…I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución;…”
“… La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.
“…Para declarar o no la nulidad de un acto administrativo, la Sala deberá estarse además, a lo previsto en Libro Segundo de este Código.”

[Énfasis añadido]
Resulta aplicable a lo anterior, la Tesis Aislada del Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, publicada el veintiuno de febrero de dos mil catorce en el Semanario Judicial de la Federación, que se localiza de acuerdo con los datos y rubro siguientes: Época: Décima Época, Registro: 2005663, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 3, Febrero de 2014, Tomo III, Materia(s): Administrativa, Tesis: XII.2o.2 A (10a.), Página: 2300, que establece:

“CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. EL ESTUDIO DE LOS RELACIONADOS CON LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD DEMANDADA ES PREFERENTE SOBRE LOS QUE PLANTEAN VICIOS FORMALES Y DE PROCEDIMIENTO, Y PREVIO AL DE LOS QUE CONTROVIERTEN EL FONDO DEL ASUNTO. El artículo 51, fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo establece, como causa de ilegalidad, la incompetencia del funcionario que haya dictado la resolución impugnada, ordenado o tramitado el procedimiento del que ésta deriva, la cual se refiere a un presupuesto esencial de validez de todo acto de autoridad, cuyo estudio es preferente, por referirse a una cuestión de orden público. Esta relevancia ha sido destacada por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al determinar que la actualización de la hipótesis señalada produce la nulidad lisa y llana del acto controvertido. Por tal motivo, los vicios formales o de procedimiento establecidos en las fracciones II y III del artículo mencionado, cuya actualización produce una nulidad para efectos, no generarán un mayor beneficio al actor que el obtenido por aquella nulidad lisa y llana. Por otra parte, del penúltimo párrafo del propio precepto, a partir de la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de diciembre de 2010 en que se adicionó, se advierte que, cuando concurran conceptos de anulación relativos a la incompetencia de la autoridad, con otros relativos al fondo del asunto, se privilegiará, en primer orden, el estudio de aquéllos, pues, de resultar fundados, su análisis se justifica en atención a que el fin perseguido es determinar si alguno de ellos genera un mayor beneficio al actor que el alcanzado por la incompetencia de la autoridad. En estas condiciones, se concluye que siempre que concurran en el juicio contencioso administrativo conceptos de impugnación relacionados con la competencia de la autoridad demandada, por su propia naturaleza, su estudio es preferente sobre los que plantean vicios formales y de procedimiento, y previo al de los que controvierten el fondo del asunto, porque el mayor beneficio que ello puede producir, guarda relación con la nulidad lisa y llana que se hubiera alcanzado, en su caso, por la incompetencia de la autoridad.”

[Énfasis añadido]
Así las cosas, se procede a examinar la competencia de la autoridad en forma concatenada con las diversas constancias y probanzas ofrecidas  por  las partes que obran en autos de este procedimiento.

Concepto de impugnación, que en la parte que interesa refiere lo siguiente:
“PRIMERO.- VIOLACION A LOS ARTICULOS  14 Y16 DE LA CONSTITUCION FEDERAL, EN RELACION CON EL ARTICULO (…), HABIDA CUENTA QUE DE LA RESOLUCION IMPUGNADA NO SE DESPREDE LASDISPOSICINS LEGALES QUE CONFIERAN COMPETENCIA A LA AUTORIDAD DEMANDADA PARA REVISAR, LIQUIDAR Y DETERMINAR CREDITOS FISCALES EN PERJUICIO DE 3M, SINO POR EL CONTRARIO, EJERCE FACULTADES QUE LE SON AJENAS EN CONTRA DE LAS DISPOSICIONES QUERIGEN SU ACTUAR PUBLICO…”
“…En lo que aquí interesa, la Dirección de Comercialización del INTERAPAS no se encuentra reconocida como autoridad fiscal por virtud de los artículos 47 y 48 del Código Fiscal de la Federación…”
Del estudio del concepto de impugnación citado, se determina que resulta infundado.

Ello es así, siendo que del análisis del texto del acto reclamado consistente en la Resolución de la Determinación del crédito fiscal, contenida en el oficio **********, emitida por el Director de Comercialización, del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez ( INTERAPAS); visible en fojas 79 a la 86 de este sumario, se advierte que la autoridad emisora no carece de competencia y legitimación, así como no fue omisa en hacer constar en la misma su competencia material, ya que en ella señaló los preceptos normativos que le otorgan sus facultades, resultando conveniente la transcripción de las que resultan aplicables, siendo los artículos 47 fracción IV del Reglamento Interno del INTERAPAS, que refiere:

“Artículo  47. La Dirección de Comercialización cuenta con facultades para ejercer las siguientes funciones: 
“…IV.- Aplicar las cuotas y tarifas por la prestación de los servicios de agua potable, alcantarillado, tratamiento, aprovechamiento y disposición de aguas residuales crudas y tratadas, de acuerdo a la Ley de Cuotas y Tarifas y Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, vigentes, además de aplicar la actualización tarifaria aprobada. Asimismo, notificar y gestionar el cobro a las

empresas y/o particulares por sobrepasar los límites máximos permisibles de contaminantes descargados a la red de drenaje municipal en los términos de la legislación ambiental aplicable, determinar y aplicar las multas o sanciones derivadas de las visitas de inspección por incumplimiento a la Ley en la materia en el ámbito de su competencia, así como cobrar el registro y permisos de descarga, y demás conceptos relacionados con el control de descargas que le sean remitidos por el área administrativa responsable de generarlas;
Normatividad de la que se obtiene que la autoridad demandada es competente para aplicar las cuotas y tarifas por la prestación de los servicios de agua potable, alcantarillado, tratamiento, aprovechamiento y disposición de aguas residuales crudas y tratadas de motivo de esta controversia,  siendo que en ellos se contienen el otorgamiento de la legitimación a la demandada para ordenar determinar, las infracciones a las disposiciones jurídicas aplicables y las sanciones correspondientes en cada caso;  el cual fue el caso que nos ocupa emitió una resolución de visita de inspección y verificación  al hoy actor.

En ese sentido se tiene que el Director de Comercialización del Organismo Intermunicipal De Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los  Municipios De Cerro De San Pedro, San Luis Potosí y Soledad De Graciano Sánchez,  tiene competencia y legitimación para emitir el acto que en este juicio se impugna, misma que se encuentra establecida en las disposiciones legales que se señalan en el propio acto; así como para resolver el procedimiento de Visita de Inspección y Verificación motivo de esta Litis. 

En ese tenor, los conceptos impugnados en estudio son infundados porque la Autoridad Demandada, asentó con puntualidad las disposiciones legales específicas que le incorporan en su ámbito competencial, la atribución que le permite afectar la esfera jurídica del gobernado, atendiendo a los diversos criterios de atribuciones; e invoca como fundamento de la competencia el numeral 47 fracción IV; del Reglamento Interno del INTERAPAS, que prevé su legitimación, los cuales  son  fundamentos o afirmaciones cuya constatación resulta evidente, y de la que se pueden desprender  y entenderse con facilidad mediante el uso del buen entendimiento y la sana crítica.  

Tiene aplicación la Tesis de Jurisprudencia, Época: Décima Época,  Registro: 2021656,  Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito,  Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación,  Libro 75, Febrero de 2020, Tomo III,  Materia(s): Constitucional, Administrativa, Común,  Tesis: XXIII.1o. J/1 A (10a.), Página: 2147 que dice:  

“FUNDAMENTACIÓN DE LA COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. ALCANCE Y APLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 115/2005. Si bien es cierto que en la jurisprudencia citada, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo que para cumplir con el principio de fundamentación previsto en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es necesario que la autoridad administrativa precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, para lo cual debe citar, en su caso, el apartado, fracción, inciso o subinciso correspondiente y, si el ordenamiento no lo contiene y se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente; así como que esa exigencia tiene como propósito que el particular afectado tenga el conocimiento y la certeza de que la autoridad que invade su esfera de derechos lo hace con apoyo en una norma jurídica que le faculta para obrar en ese sentido y, a la vez, que puede cuestionar esa atribución o la forma en que se ejerció, también lo es que dicha obligación no constituye un dogma que obligue a las autoridades a exponer en sus actos, fundamentos o afirmaciones cuya constatación resulte evidente, y puedan entenderse con facilidad mediante el uso del buen entendimiento y la sana crítica…”
“Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 115/2005, de rubro: "COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE." citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXII, septiembre de 2005, página 310, con número de registro digital: 177347. 

“Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de febrero de 2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

OCTAVO.- En ese orden de ideas, previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala estima necesario precisar, que a efecto de respetar el principio de completitud en la impartición de justicia, propio de la garantía consagrada en el artículo 17 Constitucional Federal, en el que se establece que siempre que no se afecte la igualdad entre las partes, el debido proceso u otros derechos en los juicios o procedimientos seguidos en forma de juicio, las autoridades deberán privilegiar la solución del conflicto sobre los formalismos procedimentales; aunado a que, al emitir la sentencia, es obligación de este Tribunal examinar todos y cada uno de los puntos controvertidos del acto impugnado, iniciando por aquellos que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana, y después por los que se refieran a la omisión de requisitos formales o vicios del procedimiento, debiéndose precisar, que el estudio de los conceptos de impugnación de la actora en su escrito de demanda, se estudiarán tomando en consideración para estudio preferente aquellos que otorguen mayor beneficio.

En ese orden de ideas, se procede al estudio del Segundo  concepto de impugnación de su escrito de demanda, que plantea la parte actora, que se examinan en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes, y que obran en autos de este procedimiento.
Concepto de impugnación que en la parte que interesa refiere: 

“SEGUNDO.- VIOLACION A LOS ARTICULOS 14 Y 16  DE LA CONSTITUCION  FEDERAL, EN RELACION CON LOS ARTICULOS 56, 55, 57 58, 60, 63, 67 Y 70 DEL CODIGO FISCAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI, Y EL ARTICULO 178 DE LA LEY DE AGUAS PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI, EN FUNCION DE QUE EL ACTO IMPUGNADO FUE EXPEDIDO SIN HABER PRECEDIDO PROCEDIMIENTO DE FISCALIZACION ALGUNO.”
“…Sin embargo, como ha quedado patentizado dentro  del presente juicio, la autoridad demandada no formuló mandamiento por escrito o requerimiento alguno para revisar y determinar las obligaciones en materia de derechos por descargas contaminantes a la red municipal de **********, dado  que se limitó a revisar, cuantificar, determinar, liquidar e, inclusive, ejecutar el crédito fiscal combatido, mediante un acto único.”
“… Bajo protesta de decir verdad, reitera que no ha sido oída y vencida dentro de ningún procedimiento de del(sic)que pudiera derivar el acto impugnado. Por tanto, arrojo la carga de la carga de la prueba a la autoridad demandada para que lo desvirtué, demostrando de manera fehaciente que efectivamente notifico el inicio del procedimiento de fiscalización, en cualquiera de sus modalidades, y que respeto las formalidades esenciales del procedimiento tuteladas por el artículo 14 del Pacto Federal. Sustenta de igual forma lo anteriormente (…).”
 “AUDIENCIA, GARANTIA DE. CARGA DE LA PRUEBA PARA LA AUTORIDAD RESPONSABLE. La afirmación del quejoso en el sentido de que no se le citó ni se le oyó en defensa, que integra una negativa, obliga a las responsables a demostrar lo contrario, para desvirtuar la violación del artículo 14 constitucional que se reclama.”
Del estudio de los argumentos antes citados, se determina que resultan fundados y suficientes para determinar la ilegalidad del acto  impugnado.
Para evidenciar los motivos por los que se formula esa determinación, es preciso mencionar que la  litis planteada en este juicio, es determinar la legalidad o ilegalidad de la Resolución de la Determinación del crédito fiscal, contenida en el oficio **********, de fecha **********, emitida por el Director de Comercialización, del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez ( INTERAPAS); mediante el cual, determina un crédito fiscal a la hoy actora, por la cantidad total de ********** por concepto de pago de derechos por descargas contaminantes a la red de drenaje municipal.
De acuerdo a lo anterior, se desprende que la materia en esta controversia es de naturaleza fiscal, pues el cobro impugnado es un crédito fiscal conforme lo dispuesto por los artículos 92 fracción XI y 100 fracción VII 227, 228, 231 fracción I y 232 fracción IV; de la Ley de Aguas del Estado de San Luis Potosí; 51, 52, 56 y 7º fracción I inciso c), y 8°; del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.

Bajo ese contexto, se advierte del examen practicado al texto del acto impugnado, que contraviene los principios fundamentales, previstos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los cuales sustentan las garantías y los derechos humanos de legalidad y seguridad jurídica; al establecer que nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho; así como que, nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. 

Ello es así, toda vez que se aprecia que la autoridad demandada, al emitir la resolución combatida y determinar  la procedencia del  crédito fiscal que se analiza, fue omisa en atender las formalidades del procedimiento de ejecución, que rigen la materia fiscal a que se refieren los artículos 92 fracción XI y 100 fracción VII, de la Ley de Aguas del Estado de San Luis Potosí;  7º fracción I inciso c), y 8°;  50, 51, 52 y 79; del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, en virtud de que no existió el procedimiento respectivo.

Lo cual es violatorio a los derechos humanos de audiencia, legalidad, seguridad jurídica y debido proceso, previstos en los artículos 14 y 16 Constitucionales, con base en los cuales, es obligatorio que las autoridades demandadas previamente a la emisión del acto recurrido que implica la privación de derechos de la demandante, le den oportunidad para que exponga lo que considere pertinente en defensa de sus intereses, lo que resulta que ejercite el derecho de ser oído y vencido en juicio, a efecto de que conozca del acto administrativo que le afecta y en su defecto aporte las pruebas que estime pertinentes para defender sus derechos, por lo que al no respetarse esta circunstancia, es obvio que no estuvo en aptitud de defenderse, lo que se traduce en una clara violación en su perjuicio de sus derechos humanos citados.
Procedimiento de Ejecución, que se encuentra establecido en la normatividad que se transcribe, para una mejor comprensión:

Ley de Aguas del Estado de San Luis Potosí

“Artículo  92. El organismo operador tendrá a su cargo:“… XI. Determinar y cobrar, a través del procedimiento administrativo de ejecución, los adeudos que resulten de aplicar las cuotas o tarifas por los servicios que preste…”

“Artículo  100. El Director General del organismo operador descentralizado tiene las siguientes atribuciones: “… VII. Determinar y cobrar, a través del procedimiento administrativo de ejecución en términos de lo previsto en la presente Ley y demás ordenamientos aplicables, los adeudos que resulten de aplicar las cuotas o tarifas por los servicios que preste el organismo;…”

Código Fiscal del Estado

“Artículo 7º.- Para efectos de las disposiciones fiscales estatales se entiende por: 

“…I. Contribuciones: los impuestos, los derechos y las contribuciones de mejoras. Se causan cuando se realiza el hecho o acto jurídico previsto en la ley respectiva, naciendo así la obligación fiscal, y para tal efecto se entenderá por:

“…c) Contribuciones de Mejoras: las prestaciones legalmente obligatorias impuestas a quienes de manera especial se benefician con una obra, servicio público o con el ejercicio de determinada actividad particular, con gastos para el Estado o los municipios; por consiguiente estarán en relación con el monto del beneficio obtenido y el costo de la obra o servicio;(…).” 

“Artículo 8º.- Las contribuciones se causan cuando se realiza el hecho o acto jurídico previsto en la ley respectiva, naciendo así la obligación fiscal. 

La determinación de las contribuciones se hará conforme a las disposiciones legales vigentes en el momento en que se causen. Podrán aplicarse normas de procedimiento que hayan entrado en vigor posteriormente, siempre y cuando no afecten la determinación de la obligación. 

Salvo disposición en contrario, corresponde a los contribuyentes la determinación y cuantificación de las contribuciones, en cuyo caso deberán proporcionar oportunamente a la autoridad todos los elementos necesarios para la determinación. La autoridad fiscal se reserva la facultad de comprobar el correcto cumplimiento de la obligación fiscal, en cuyo caso, podrá determinar el monto de ésta y el de sus accesorios.

“Artículo 50.- La administración y la recaudación de los impuestos y demás ingresos propios del Estado y de los municipios, estarán a cargo de las autoridades fiscales de los mismos, con excepción de los casos en que se encomiende expresamente la recaudación de los ingresos a otros organismos o a instituciones de crédito y establecimientos comerciales. 

“Artículo 51.- Todas las autoridades judiciales y administrativas del Estado y de los municipios tienen el carácter de auxiliares de las autoridades fiscales, estando obligadas a prestarles el auxilio y cooperación que soliciten, de acuerdo con las disposiciones de este Código y demás ordenamientos tributarios. 

“Artículo 52.- Las autoridades fiscales estatales y municipales podrán coordinarse entre sí y éstas a su vez con las de la Federación, para el mejor cumplimiento de las disposiciones fiscales federales, estatales y municipales. Tratándose del ejercicio por parte de las autoridades locales de atribuciones en materia de contribuciones federales, en los términos de los convenios de colaboración correspondientes, serán consideradas para estos efectos como autoridades fiscales federales, con todas las facultades correspondientes. Por lo que, en contra de los actos que realicen cuando actúen en los términos de este precepto, sólo procederán los recursos y medios de defensa que establezcan las leyes federales.”

Artículo 79.- Las autoridades fiscales exigirán el pago de los créditos fiscales que no hubieren sido cubiertos o garantizados dentro de los plazos señalados por la ley, mediante el procedimiento administrativo de ejecución.“

Partiendo de esa premisa, le asiste razón al accionante, toda vez que se desprende que la autoridad demandada fue omisa en cumplir con su obligación procesal de acreditar la existencia del procedimiento de ejecución origen del acto reclamado; ello en atención al principio que opera en el Juicio Contencioso Administrativo, relativo a las cargas probatorias en materia fiscal, las cuales se distribuyen conforme lo dispuesto por el artículo 45 del Código Fiscal del Estado, que a la letra dispone lo siguiente:

“Artículo  45.- Los contribuyentes pueden negar lisa y llanamente los hechos que sirvan para motivar un acto de autoridad, correspondiendo entonces a ésta, la obligación de probar sus afirmaciones. 

“…No obstante lo anterior, los actos de las autoridades gozan de una presunción de legalidad.”

[Énfasis añadido]
Precepto legal, del cual se obtiene que la parte actora al negar lisa y llanamente los hechos que motivaron el origen de Determinación del crédito Fiscal impugnado, que cubrió el accionante, que constituye un procedimiento de ejecución  que dice desconocer, los cuales son actos que constituyen la Litis de este juicio, mismos que son controvertidos en cuanto a su existencia y notificación a la parte actora; y a virtud de que dicha afirmación en sí misma genera un hecho negativo a probar, lo cual no es posible por parte de la accionante, aunado a ello que se trata de actos los cuales deben presumirse legales en ejecución, por tratarse actos llevados a cabo por autoridades, ello en principio arroja la carga de la prueba a la demandada en términos del citado numeral, ya que debe probar la legalidad de su actuación con la existencia de ese  acto.

Conforme a lo anterior, toda vez que la parte actora en este juicio, refiere que el procedimiento de ejecución  que dice desconocer, al señalar que existe ni le fue notificado ningún procedimiento del que pudiera derivar el acto impugnado, y que por ello no procede la determinación del crédito fiscal que s ele aplica y que cubrió,  lo cual genera  como carga de la demandada la obligación de exhibir el procedimiento de ejecución, para analizar su legalidad y por ende acreditar su excepción.

Sin embargo, la autoridad demandada a este respecto manifiesta en su escrito de contestación de demanda que la misma fue notificada y emitida debidamente fundada y motivada y de acuerdo a la normatividad aplicable, y que el acto impugnado se trata de una notificación de cobro de acuerdo a lo determinado en el artículo 50 del Reglamento de Saneamiento, los cuales aún no tiene como fin la ejecución del acto.
A ese respecto debe decirse, que atendiendo a la lectura integra del acto materia de esta controversia, visible en fojas 79 a la 86 de este sumario, el cual hace prueba plena, de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, para acreditar lo inserto en ella; se puede advertir que contrario a lo que aduce la demandada, el acto impugnado, se trata de una determinación de un crédito fiscal por el motivo de cobro de descarga de contaminantes, de diversos periodos que abarcan del 2028 al primer trimestre del 2023, en el que determinan una cantidad liquida a pagar por dichos conceptos, y en donde  le informan al actor, que deberá hacer un pago con tiempo determinado, y en donde se señala se realizó un cálculo conforme por el artículo 7° de las Tarifas y Cuotas en Materia de  Saneamiento 1998.  
Datos de los que se obtiene se trata de una determinación de crédito fiscal que les aplicado al actor, el cual necesariamente requiere para su cobro y aplicación un procedimiento de ejecución, establecido en los artículos 92 fracción XI y 100 fracción VII, de la Ley de Aguas del Estado de San Luis Potosí;  7º fracción I inciso c), y 8°;  50, 51, 52 y 79; del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.
En ese tenor, la autoridad demandada debió  aportar en este juicio el procedimiento de ejecución, como medio de prueba para justificar su  existencia y legalidad, a efecto de desvirtuar dicha negativa; máxime que como es sabido, ante la negativa de la existencia del acto libera a quien lo afirma la necesidad de probarla, pues, lógicamente, no es factible demostrar lo que se ha negado, de tal suerte que la carga de probar recae en su contraparte, ya que el acto de se trata forma parte de un procedimiento de un crédito fiscal iniciado por la autoridad demandada, y por tanto a este le corresponde demostrar la legalidad del procedimiento administrativo instaurado a la parte actora, acorde a los principios de disponibilidad y facilidad probatoria, sin que se encuentre en autos medio de prueba alguno que justifique que haya existido el requerimiento cuestionado para en su defecto analizar la legalidad en su contenido y emisión; a virtud de que  constituye el documento  origen de la resolución impugnada.

Sirve de apoyo el Criterio de la Novena Época,  Registro: 168192,  Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXIX, Enero de 2009, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.7o.A. J/45, Página: 2364, que dice: 

“CARGA DE LA PRUEBA EN EL JUICIO DE NULIDAD. CORRESPONDE A LA AUTORIDAD CUANDO LOS DOCUMENTOS QUE CONTENGAN LAS AFIRMACIONES SOBRE LA ILEGALIDAD DE SUS ACTUACIONES OBREN EN LOS EXPEDIENTES ADMINISTRATIVOS QUE AQUÉLLA CONSERVA EN CUSTODIA. El artículo 81 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria al juicio de nulidad, establece que el actor está obligado a probar los hechos constitutivos de su acción. Sin embargo, en el ámbito del derecho administrativo opera un principio de excepción que obliga a la autoridad a desvirtuar, inclusive, las afirmaciones sobre la ilegalidad de sus actuaciones que no estén debidamente acreditadas mediante el acompañamiento en autos de los documentos que las contengan, cuando éstos obren en los expedientes administrativos que aquélla conserva en custodia.”

Asimismo sirven de apoyo a lo anterior y por analogía con el tema tratado, los criterios que enseguida se transcriben:

Tesis asilada con número de Registro No. 182847, Localización:  Novena Época, Instancia: Tribunales, Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XVIII, Noviembre de 2003, Página: 958, Tesis: VI.2o.A.57 A, Materia(s): Administrativa, que a la letra dice: 

“DOCUMENTOS DETERMINANTES DEL CRÉDITO FISCAL. LA AUTORIDAD DEMANDADA DEBE EXHIBIRLOS EN EL JUICIO DE NULIDAD, INDEFECTIBLEMENTE, AL PRODUCIR SU CONTESTACIÓN DE DEMANDA, PARA QUE EL ACTOR PUEDA CONOCERLOS. De acuerdo con el principio de congruencia establecido en el artículo 237 del Código Fiscal de la Federación y a la tesis aislada sustentada por este tribunal con el número VI.2o.A.26 A, de rubro: "ACTO ADMINISTRATIVO. SI EL ACTOR NIEGA CONOCERLO, LA AUTORIDAD DEMANDADA ESTÁ OBLIGADA A EXHIBIRLO, ASÍ COMO LA CONSTANCIA DE SU NOTIFICACIÓN, AL FORMULAR SU CONTESTACIÓN DE DEMANDA, CONFORME LO DISPONEN LOS ARTÍCULOS 209 BIS Y 210 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.", publicada en la página mil setenta y tres, Tomo XIV, octubre de dos mil uno, Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, se llega al convencimiento de que si el actor en el juicio de nulidad manifiesta desconocer en su escrito de demanda el origen del adeudo fiscal, los conceptos que lo conforman y su cuantía, la autoridad hacendaria tiene la ineludible obligación de exhibir todos y cada uno de los documentos relativos al momento de formular la contestación de demanda a fin de que, por una parte, se desvirtúe la negativa lisa y llana del actor y, por otra, que éste los conozca y, en su caso, pueda controvertirlos en el escrito de ampliación de la demanda, de modo que de no hacerlo así, se rompe con el principio de igualdad de las partes en el proceso, toda vez que si la demandada presenta las constancias hasta la contestación de la ampliación de la demanda, es inconcuso que para entonces el actor se encuentra impedido para combatirlas, puesto que ningún precepto del Código Fiscal de la Federación permite que haya una segunda ocasión para ampliar el ocurso de demanda, ni que haya una cadena indefinida de réplica y contrarréplica de los litigantes, y la razón fundamental de esto fue la de evitar que se prolonguen innecesariamente los juicios. 

Novena Época, Registro: 170712, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVI, Diciembre de 2007, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 209/2007, Página: 203, que a la letra dice: 

“JUICIO DE NULIDAD. SI EL ACTOR NIEGA CONOCER EL ACTO ADMINISTRATIVO IMPUGNADO, LA AUTORIDAD AL CONTESTAR LA DEMANDA DEBE EXHIBIR CONSTANCIA DE ÉSTE Y DE SU NOTIFICACIÓN. Si bien es cierto que el artículo 68 del Código Fiscal de la Federación contiene el principio de presunción de legalidad de los actos y las resoluciones de las autoridades fiscales, también lo es que el propio precepto establece la excepción consistente en que la autoridad debe probar los hechos que motiven los actos o resoluciones cuando el afectado los niegue lisa y llanamente. De ahí que el artículo 209 bis, fracción II, del indicado Código, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005 (cuyo contenido sustancial reproduce el artículo 16, fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) disponga que, cuando el actor en el juicio contencioso administrativo niegue conocer el acto administrativo impugnado, porque no le fue notificado o lo fue ilegalmente, así lo debe expresar en su demanda, señalando la autoridad a quien atribuye el acto, su notificación o su ejecución, lo que genera la obligación a cargo de la autoridad correspondiente de exhibir al contestar la demanda, constancia del acto administrativo de que se trate y de su notificación, para que el actor tenga oportunidad de combatirlos en la ampliación de la demanda. Lo anterior, porque al establecerse tal obligación para la autoridad administrativa, el legislador previó la existencia de un derecho a favor del contribuyente, a fin de que durante el procedimiento contencioso administrativo se respete su garantía de audiencia y, por ende, los principios de certidumbre y de seguridad jurídica de los que debe gozar, contenidos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, evitando así que quede sin defensa ante la imposibilidad legal de combatir actos autoritarios de molestia de los que argumenta no tener conocimiento, máxime que según lo ha sostenido la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al interpretar los artículos 207 y 210 del mismo ordenamiento fiscal, el Magistrado instructor, al acordar sobre la admisión del escrito por el que se contesta la demanda de nulidad, debe otorgar a la actora el plazo de 20 días para ampliarla, pues de lo contrario se le dejaría en estado de indefensión al proscribir su derecho a controvertir aquellas cuestiones que desconoce o que la demandada introduce en su contestación”

Es menester resaltar que la carga de la prueba le corresponde a la autoridad demandada, acorde a los principios de disponibilidad y facilidad probatoria, ya que ese extremo probatorio debe recaer en las propias dependencias u órganos estatales a quienes se vincula con el acto impugnado,  en atención a la dificultad que representa para el particular afectado probar la afirmación que hace de la ilegalidad del requerimiento de obligaciones omitidas por la falta de fundamentación de competencia, y que motivaron la resolución reclamada, sobre todo respecto de los diversos documentos que estas tienen bajo sus resguardo en el ejercicio de sus funciones, sin que así lo hubiere hecho la autoridad demandada en este juicio, toda vez que en los autos del presente expediente no existe medio de prueba alguno que demuestre la legalidad del crédito fiscal que se le aplico, es por lo que se concluye que en el caso particular, que le asiste razón a la accionante  en cuanto a lo vertido en este considerando que se analiza.

En tal virtud, debe sostenerse que la autoridad demandada fue omisa en cumplir con su obligación procesal de acreditar la existencia del Procedimiento de ejecución origen del crédito fiscal materia de esta Litis,  circunstancias de las que se duele la parte actora  en este expediente,  ello en atención al principio que opera en este juicio, lo que hace que  la Determinación del crédito fiscal, contenida en el oficio **********, de fecha ********** emitida por el Director de Comercialización, del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez ( INTERAPAS);   carezca de la debida fundamentación y motivación de la autoridad emisora, contraviniendo lo establecido en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, que obliga a toda autoridad a fundar y motivar sus actos, a virtud de que todos los actos administrativos, requieren para ser legales, entre otros requisitos, imprescindiblemente que sean emitidos por autoridad competente y que se cumplan con las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica,  circunstancia que en el caso que nos ocupa no fue acreditado por la demandada. 

Por lo que resulta ilegal el acto impugnado consistente en la Determinación del crédito fiscal, contenida en el oficio **********, de fecha **********, emitida por el Director de Comercialización, del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez ( INTERAPAS); a virtud de que esta autoridad omitió con la obligación de respetar la los derechos humanos de  audiencia y legalidad consagrada en el artículo 14 Constitucional, al no haber acreditado la existencia del Procedimiento de ejecución origen del crédito fiscal materia de esta Litis, por lo que al no respetarse esta circunstancia, es obvio que no estuvo en aptitud de defenderse, lo que se traduce en una clara violación de los derechos humanos de seguridad jurídica, legalidad y debido proceso, en perjuicio del ahora demandante.

Por lo que es de concluirse que el acto impugnado,  contraviene los artículos 14 y 16 Constitucionales e incumple así con elementos y requisitos para la legalidad y validez del acto establecidos, en relación con los numerales 164 fracciones I, V y VI;  165 fracciones I y II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; que a la letra refieren:

Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí

 “Articulo 164. Son elementos del acto administrativo: 

I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables;“…

V. Estar fundado y motivado;...”

VI. Ser expedido sin que medie error de hecho o de derecho sobre el objeto, causa o motivo, o fin del acto y su emisión, y

 “Articulo 165. Son requisitos del acto administrativo:

I. Que cumpla con las formalidades del procedimiento;

II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado;...”

[Énfasis añadido]

Es menester señalar, que siendo que la resolución impugnada, fue emitida de forma ilegal de acuerdo a los razonamientos antes vertidos; todos los actos derivados de esta, o que se apoyen en ella, o que en alguna forma estén condicionados por ella, también son ilegales por su origen, ya que son accesorias de la principal, por lo cual es procedente declarar también su ilegalidad y nulidad; por lo que en tal virtud, los demás actos derivados de la infracción, que se hacen consistir en: el pago que se determina ya plica a la persona moral actora, que refieren en dicha resolución como créditos fiscal por la cantidad de **********mismo que efectuó con fecha 2023-08-01 por transferencia SPEI, según consta en el comprobante de operación visible en fojas 98 de este sumario; resultan ilegales y viciados desde su origen; por el ilegal acto que los generó, el cual depende de su legalidad para que los subsecuentes actos sean legalmente válidos en contenido y ejecución. 
Sirve de apoyo a lo anterior, la Tesis de Jurisprudencia del Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Época: Séptima Época, Registro: 252,103, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo: 121-126 Sexta Parte, que a la letra dice:
“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal…”

En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, con fundamento en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, determina que lo procedente es decretar y decreta, la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado, consistente en: la Determinación del crédito fiscal, contenida en el oficio **********, de fecha **********, emitida por el Director de Comercialización, del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez ( INTERAPAS); así como los actos que se generaron como consecuencia de este; decretándose por consecuencia, la NULIDAD LISA Y LLANA de los mismos, dejándola sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Octavo de esta sentencia. 
En ese sentido, con fundamento en lo establecido por los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, a fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados o desconocidos; se ordena a la autoridad demandada, se  cancele la infracción impugnada, y reintegrar a la parte actora el  pago que efectuó por motivo del acto impugnado, mismo que fue reseñado con anterioridad en este considerando.

Debiendo informar a este Tribunal sobre dicho cumplimiento y, acompañar para acreditarlo copia certificada de las constancias correspondientes, inclusive de los oficios emitidos para ese efecto.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 250 fracción II, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de los actos impugnados y, por consecuencia, la NULIDAD  LISA Y LLANA de los mismos, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Octavo la presente sentencia. 
TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- rubricas.-
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

